
Proyecto de reforma constitucional que faculta a los afiliados y pensionados de AFP y

pensionados con renta vitalicia a retirar una parte de los fondos previsionales por

causa de la crisis sanitaria COVID-19 y establece un bono de reconocimiento a favor

de éstos para proteger su pensión

I. Antecedentes

1. La Constitución  Política  asegura  a  todas  las  personas  el  derecho a la  seguridad

social (artículo 19 N° 18). El constituyente configuró este derecho en la siguiente

forma:  “Las  leyes  que  regulen  el  ejercicio  de  este  derecho  serán  de  quórum

calificado. La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los

habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través

de  instituciones  públicas  o  privadas.  La  ley  podrá  establecer  cotizaciones

obligatorias.  El  Estado  supervigilará  el  adecuado  ejercicio  del  derecho  a  la

seguridad social”.

2. La seguridad social tiene por objeto atender los estados de necesidad en que puedan

situarse  las  personas  derivados  de  la  incertidumbre  propia  de  la  vida.  De  esta

manera, ante situaciones como la vejez, la invalidez o la sobrevivencia se establecen

determinadas prestaciones que permiten la subsistencia pese a la existencia de dicho

estado  de  necesidad.  Pues  bien,  en  nuestro  país,  esos  estados  de  necesidad  se

encuentran  regulados,  entre  otras  normas por  el  Decreto  Ley N° 3.500,  el  cual

estructura la solución de los mismos a través de la capitalización individual.

3. No obstante,  la disposición trigésimo novena transitoria de la Constitución Política

de la República, y la Ley N.º 21.295, originadas en mociones refundidas y  en un

mensaje respectivamente,  establecieron la facultad de los afiliados  al  sistema de

privado de pensiones regulado por el Decreto Ley N.º 3.500 a retirar una parte de

sus fondos previsionales, para solventar las consecuencias económicas provocadas

por  la  pandemia  del  coronavirus.  Ello  por  cuanto  la  seguridad  social  debe

contemplar  el  estado  de  necesidad  que  ha  generado  una  pandemia  de  estas
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proporciones,  con  lo  cual  el  retiro  de  estos  fondos  se  ha  considerado  una

herramienta útil para aminorar los efectivos negativos en las economías familiares.

II. Fundamentos de la iniciativa

1. Chile  continúa  sufriendo  los  efectos  negativos  de  la  pandemia,  sanitarios  y

económicos, experimentando las manifestaciones de la denominada segunda ola de

contagios. En efecto, hasta el 24 de enero de 2021 se han notificado 802.807 casos

de COVID-191, y los contagios se siguen multiplicando. Asimismo, hemos tenido

que lamentar, 23.963 fallecidos2, cifra que diariamente aumenta. 

2. Las condiciones  actuales  del  virus en nuestro país han hecho que el  número de

comunas  en  cuarentena  aumente  drásticamente  en  las  últimas  semanas,  sin

descartarse  que  puedan  decretarse  más,  atendido  el  estado  de  la  pandemia,

limitando el desplazamiento de las personas y la actividad económica.

3. Que atendida  la  emergencia  sanitaria  que afecta  al  mundo y a  nuestro  país,  las

medidas  adoptadas  por  los  distintos  Estados  del  mundo,  particularmente  las

referidas  al  aislamiento  domiciliario  y  cuarentenas  obligatorias,  han  tenido  un

efecto importante en la economía mundial, afectando el crecimiento económico de

todos  los  países  del  globo,  los  mercados  financieros,  y  el  empleo,  puesto  que

diversos  oficios  no  pueden  ser  ejercidos  sino  con  una  libertad  plena  de

desplazamiento.

4. Este  deterioro  económico  provoca  en  lo  inmediato  una  falta  de  liquidez  en  las

familias chilenas, toda vez que numerosos empleos continúan amenazados, y miles

de micro y pequeñas empresas no tienen los ingresos mensuales que les permitan

subsistir. 

1 Disponible en: https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2021/01/Informe-EPI-
89_Con_tablas.pdf
2 Ibídem.

2



5. Que el primer y segundo retiro de fondos cumplieron un objetivo trascendental para

la  economía  chilena,  mitigando  los  efectos  negativos  que  el  coronavirus  pudo

provocar el año 2020. No obstante, ya muchos ejercieron el derecho, sin perjuicio

de aquellos que han quedado fuera, como los pensionados de rentas vitalicias.

6. Que las diputadas y diputados que suscriben el presente proyecto estiman que una

positiva herramienta que tiene el Estado para inyectar liquidez a la microeconomía

de las familias chilenas consiste en permitir  el retiro de una parte de los fondos

previsionales  que  tienen  ahorrados  los  trabajadores,  para  suplir  la  caída  de  sus

ingresos y estimular la demanda interna.

7. En efecto, la crisis sanitaria tiene un efecto inmediato en el bolsillo de los chilenos,

con lo cual tienen menos ingresos para afrontar los distintos gastos para abastecerse,

y  cumplir  con  éxito  las  medidas  de  la  autoridad  política  y  sanitaria.  En

consecuencia, la utilización de una parte muy reducida de estos fondos permitirá

alivianar la pesada carga que hoy tienen miles de chilenos, sin afectar los fondos

previsionales  en  lo  futuro,  que  experimentarán,  seguramente,  una  recuperación,

pero a largo plazo. La crisis que experimenta el país es actual, y deben aprovecharse

estos recursos para solventar la subsistencia de las familias chilenas.

8. Asimismo, el principio que inspira a la iniciativa es que el Estado se haga cargo de

la crisis sanitaria, y no los trabajadores o pensionados, ni sus recursos. En efecto,

para quienes estén habilitados para retirar fondos, el Estado los compensará con la

emisión de un bono de reconocimiento hasta por el monto de lo retirado. De esta

manera, la propuesta se erige con mayor responsabilidad desde el punto de vista de

los ahorros de los cotizantes, pero también, con un principio de solidaridad a través

del esfuerzo estatal.

9. Que la finalidad del Estado es promover el bien común, para lo cual debe contribuir

a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes
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de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con

pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.

Asimismo, constituye un deber del Estado el resguardar la seguridad nacional, dar

protección  a  la  población  y  a  la  familia,  propender  al  fortalecimiento  de  ésta,

promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el

derecho  de  las  personas  a  participar  con  igualdad  de  oportunidades  en  la  vida

nacional, todo lo anterior, en conformidad al artículo 1º de la Constitución Política

de la República.

En  consecuencia,  estos  deberes  deben  impulsar  al  Estado  a  incrementar  sus

esfuerzos para ir en ayuda de los más necesitados de nuestra sociedad, y contribuir

para que todos puedan sobrellevar esta crisis de una mejor manera. 

III. Idea Matriz

El presente proyecto tiene como idea matriz facultar a los afiliados y pensionados a

retirar un monto determinado de los fondos previsionales que tengan en sus AFP o en la

respectiva compañía de seguros.

IV. Contenido del proyecto de reforma constitucional

El proyecto de reforma constitucional faculta a los afiliados y pensionados de las

AFP y pensionados de las compañías de seguro a efectuar un retiro de hasta un 10% de sus

fondos, en la forma establecida en el articulado.

Asimismo, se establece que el Estado deberá emitir un bono de reconocimiento que

se abonará a los afiliados y pensionados para no mermar su pensión.

V. Disposiciones de la legislación vigente que se verían afectadas por el proyecto
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El  proyecto  de  reforma  constitucional  agrega  una  nueva  disposición  transitoria

cuadragésimo  octava  transitoria,  la  cual  se  regirá  supletoriamente  por  la  disposición

trigésimo  novena  transitoria de  la Constitución  Política  de  la  República,  y  la  Ley  N.º

21.295.

POR TANTO:

Los diputados que suscribimos venimos en presentar el siguiente:
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo  único:  Agréguese  la  siguiente  disposición  transitoria  cuadragésimo  octava

transitoria a la Constitución Política de la República:

“Cuadragésimo octava: excepcionalmente, y para mitigar los efectos sociales derivados del

estado de excepción constitucional de catástrofe por calamidad pública decretado a causa

del COVID-19, autorízase a los afiliados del sistema privado de pensiones regido por el

decreto ley N° 3.500, de 1980, a realizar de forma voluntaria un retiro por hasta el 10 por

ciento de los fondos acumulados en su cuenta de capitalización individual de cotizaciones

obligatorias, estableciéndose como monto máximo de  el equivalente a 150 unidades de

fomento y un mínimo de 35 unidades de fomento. En el evento de que el 10 por ciento de

los fondos acumulados sea inferior a 35 unidades de fomento, el afiliado podrá retirar hasta

dicho monto.  En el  caso de que los fondos acumulados  en su cuenta  de capitalización

individual sean inferiores a 35 unidades de fomento, el afiliado podrá retirar la totalidad de

los fondos acumulados en dicha cuenta.

Para efectos de ejercer el derecho establecido en esta ley, se considerará afiliada al sistema

privado de pensiones regido por  el  decreto  ley Nº 3.500,  de 1980, a toda persona que

pertenezca a dicho sistema, incluidas aquellas que sean beneficiarias de una pensión de

vejez, de invalidez o sobrevivencia

Asimismo, autorízase a los pensionados en la modalidad de renta vitalicia a requerir a sus

respectivas compañías  de seguro hasta un 10% del monto que les hayan transferido en

virtud del contrato de seguro de renta vitalicia, estableciéndose como monto máximo de  el

equivalente a 150 unidades de fomento y un mínimo de 35 unidades de fomento. El 10%

que  se  considere  para  el  cálculo  del  retiro,  deberá  reajustarse  según  la  variación  que

experimente el Índice de Precios al Consumidor del Instituto Nacional de Estadísticas en el

período que media entre la suscripción del contrato y la solicitud de retiro.
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Dichas compañías estarán obligadas a transferir los montos requeridos en los plazos que se

indican en el siguiente inciso.

La entrega de los fondos acumulados y autorizados de retirar se efectuará de la siguiente

manera:

- El 50 por ciento en un plazo máximo de diez días hábiles de presentada la solicitud ante la

respectiva  administradora  de  fondos  de  pensiones  a  que  pertenezca  el  afiliado  o  a  la

compañía de seguro que pertenezca el pensionado.

-  El  50  por  ciento  restante  en  el  plazo  máximo  de  treinta  días  hábiles  a  contar  del

desembolso anterior.

En  todos los casos mencionados con anterioridad, y una vez que se haya transferido por

parte de la Administradora de Fondos de Pensiones o la Compañía de Seguros respectiva el

monto solicitado, el Estado calculará y emitirá un título de deuda expresado en dinero que

se denominará Bono de Reconocimiento y será representativo del monto total de los retiros

efectuados por el  afiliado o pensionado. El  bono de reconocimiento se reajustará  en la

variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del último

retiro, y el último día del mes anterior a la jubilación, y devengará un interés anual del 4%. 

El bono de reconocimiento se emitirá a nombre del afiliado o pensionado, y deberá ser

abonado por el Estado en la siguiente forma:

a) En el caso de afiliados al sistema  privado de pensiones regido por el decreto ley Nº

3.500, de 1980, y que no se hayan pensionado, se abonará a la cuenta de capitalización del

afiliado al momento acogerse a pensión.

b)  En  el  caso  que  esté  pensionado,  se  abonará  con  anterioridad  al  recálculo  que  deba

efectuar la correspondiente Administradora en el año en que se efectúe el retiro.
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c) En el caso de los pensionados con modalidad de renta vitalicia, se abonará a la respectiva

compañía en el plazo de 1 mes desde que se efectúe el retiro.

Las facultades establecidas en esta  disposición no son incompatibles con el ejercicio del

derecho  de  retiro  establecido  en  la  disposición  trigésimo  novena  transitoria  de  la

Constitución Política de la República, y en la Ley N.º 21.295.

Los fondos retirados se considerarán extraordinariamente intangibles para todo efecto legal,

y no serán objeto de retención, descuento, compensación legal o contractual, embargo o

cualquier forma de afectación judicial o administrativa, ni podrán rebajarse del monto ya

decretado  de  la  compensación  económica  en  el  juicio  de  divorcio,  sin  perjuicio  de  la

retención,  suspensión  y  embargabilidad  por  deudas  originadas  por  obligaciones

alimentarias. Para estos efectos, serán plenamente aplicables las disposiciones de la ley N°

21.254.

Los fondos retirados serán considerados un ingreso no constitutivo de renta.

Los afiliados podrán solicitar el retiro de sus fondos hasta 365 días después de publicada en

el Diario Oficial la presente ley.

En todo lo no regulado por esta disposición se aplicarán de forma supletoria las normas de

la disposición trigésimo novena transitoria de la Constitución Política de la República, y en

la Ley N.º 21.295.

   
René Alinco          Jaime Mulet Alejandra Sepúlveda      Esteban Velásquez 
DIPUTADO       DIPUTADO         DIPUTADA DIPUTADO
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